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Medellín, ocho (08) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 
 

Auto. Interlocutorio No. 153 

Medio de control. REPARACIÓN DIRECTA  

Demandante (s). DIANA MABEL ZAPATA HENAO  

Demandado (s) DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA 

Radicado. 05001 33 33 018 2018 00490 00 

  

Asunto. RESUELVE EXCEPCIÓN PREVIA 

 
 
Procede el Despacho a resolver la excepción previa de CLAUSULA COMPROMISORIA, propuesta 
por los señores JUAN PABLO ARANGO VEGA, JULIÁN ARANGO ORTEGA y SERGIO ARANGO ORTEGA 
en la contestación del llamamiento en garantía realizado por la llamada en garantía AGREGADOS 
Y PROYECTOS MINEROS DE ANTIOQUIA S.A. EN LIQUIDACIÓN.  
 

ANTECEDENTES. 
 

La Ley 2080 de 2021 reformó algunas normas del Código Procesal Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo estableció la posibilidad de resolver las excepciones previas antes 
de efectuar la audiencia inicial, y las que requieran la práctica de prueba se estudiarán en la 
audiencia inicial, con lo cual se impedirá que el juez, tenga que suspender la audiencia inicial 
para practicar pruebas. Esta medida colabora para que la virtualidad en la audiencia inicial sea 
más efectiva y si el proceso termina por la configuración de una excepción previa decidida antes 
de la audiencia no haya tenido que adelantarse esta. 
 
Descendiendo al caso concreto, se evidencia que los llamados en garantía JUAN PABLO ARANGO 
VEGA, JULIÁN ARANGO ORTEGA y SERGIO ARANGO ORTEGA a través de apoderado judicial 
contestaron el llamamiento en garantía realizado por la sociedad AGREGADOS Y PROYECTOS 
MINEROS DE ANTIOQUIA S.A. EN LIQUIDACIÓN, y propusieron la excepción previa de CLAUSULA 
COMPROMISORIA, fundamentada en lo siguiente: 
 
Dijeron los llamados en garantía que los señores JAIME DIONISIO ARANGO RAMIREZ Y RAUL 
EDUARDO ARANGO RAMÍREZ, el día 6 de septiembre de 2006, celebraron el contrato de 
concesión minera No. 5530 con el Departamento de Antioquia. En razón a ello, los mencionados 
señores en calidad de contratantes y la sociedad AGREGADOS Y PROYECTOS MINEROS DE 
ANTIOQUIA S.A. celebraron un contrato de exploración y explotación minera.  
 
Manifestó que, en el referido contrato se estipuló en la cláusula décima cuarta, como 
mecanismo alternativo de solución de conflictos, someter a la decisión de un Tribunal de 
Arbitramento cualquier diferencia que ocurriera entre las partes por razón de “incumplimiento, 
aplicación, desarrollo, liquidación e interpretación” del aludido contrato, durante su ejecución 
o su expiración. 
 
Narró que los señores JAIME DIONISIO ARANGO RAMIREZ Y RAUL EDUARDO ARANGO RAMÍREZ 
cedieron el contrato de concesión minera que habían celebrado con el Departamento de 
Antioquia a los llamados en garantía JUAN PABLO ARANGO VEGA, JULIÁN ARANGO ORTEGA y 
SERGIO ARANGO ORTEGA, el día 23 de agosto de 2007 y, el día 30 de julio de 2008, suscribieron 
con la sociedad APMA S.A. adhesión al contrato de exploración y explotación minera.  
 
Dijo que para resolverse el llamamiento en garantía que les fue formulado por los hechos que 
dan lugar a este proceso, es necesario que se evalúe dentro del escenario del contrato, su 
aplicación, desarrollo, interpretación y, si se quiere, en sede de incumplimiento, las 
consecuencias que de ello se deriva, para así, poder tomar una decisión de fondo.  
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Indicó que, dicha competencia, de conformidad con la cláusula compromisoria, quedó radicada 
en cabeza del Tribunal de Arbitramento, que para el efecto deberá el llamante en garantía 
convocar.  
 
Concluyó diciendo que, en tal sentido, el fallador de turno, no es competente para seguir 
conociendo – y menos para resolver- el llamamiento en garantía formulado a los llamados en 
garantía.  
 
De las excepciones se corrió traslado, las partes y el llamante en garantía sociedad AGREGADOS 
Y PROYECTOS MINEROS DE ANTIOQUIA S.A. EN LIQUIDACIÓN, no se pronunció al respecto.  
 
Así las cosas, procede el Despacho a resolver previas las siguientes, 
 

CONSIDERACIONES. 
 
Las excepciones previas se encuentran contempladas en el artículo 100 del Código General del 
Proceso, el cual expresa: 
 

“ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado 
podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la 
demanda: 
1. Falta de jurisdicción o de competencia. 
2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
3. Inexistencia del demandante o del demandado. 
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida 
acumulación de pretensiones. 
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero 
permanente, curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la 
calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar. 
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue 
demandada”. 
 

Con relación al trámite para la resolución de las excepciones previas, el artículo 38 de la Ley 
2080 de 2021 que modifico el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, dispuso: 
 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, el 
cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma prevista en 
el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la parte demandante 
podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos 
anotados en ellas. En relación con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 
101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a 
que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado 
ponente las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las 
practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén 
pendientes de decisión. 
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Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones 
previas, se declarará la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de 
requisitos de procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta 
de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas mediante 
sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero del artículo 182A.”  

 
Ahora bien, frente a la oportunidad y trámite de las excepciones previas el artículo 101 de 
Código General del Proceso, prescribe: 
 

“Artículo 101. Oportunidad y trámite de las excepciones previas. Las excepciones 
previas se formularán en el término del traslado de la demanda en escrito separado que 
deberá expresar las razones y hechos en que se fundamentan. Al escrito deberán 
acompañarse todas las pruebas que se pretenda hacer valer y que se encuentren en poder 
del demandado. 
 
El juez se abstendrá de decretar pruebas de otra clase, salvo cuando se alegue la falta 
de competencia por el domicilio de persona natural o por el lugar donde ocurrieron 
hechos, o la falta de integración del litisconsorcio necesario, casos en los cuales se podrán 
practicar hasta dos testimonios. 
 
Las excepciones previas se tramitarán y decidirán de la siguiente manera: 
 
1. Del escrito que las contenga se correrá traslado al demandante por el término de tres 
(3) días conforme al artículo 110, para que se pronuncie sobre ellas y, si fuere el caso, 
subsane los defectos anotados. 
 
2. El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, 
antes de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida continuar el trámite del 
proceso y que no pueda ser subsanada o no lo haya sido oportunamente, declarará 
terminada la actuación y ordenará devolver la demanda al demandante. 
 
Cuando se requiera la práctica de pruebas, el juez citará a la audiencia inicial y en ella 
las practicará y resolverá las excepciones. 
 
Si prospera la de falta de jurisdicción o competencia, se ordenará remitir el expediente 
al juez que corresponda y lo actuado conservará su validez. 
 
Si prospera la de compromiso o cláusula compromisoria, se decretará la terminación del 
proceso y se devolverá al demandante la demanda con sus anexos. 
 
Si prospera la de trámite inadecuado, el juez ordenará darle el trámite que legalmente 
le corresponda. 
 
Cuando prospere alguna de las excepciones previstas en los numerales 9, 10 y 11 del 
artículo 100, el juez ordenará la respectiva citación. 
 
3. Si se hubiere corregido, aclarado o reformado la demanda, solo se tramitarán una vez 
vencido el traslado. Si con aquella se subsanan los defectos alegados en las excepciones, 
así se declarará. 
 
Dentro del traslado de la reforma el demandado podrá proponer nuevas excepciones 
previas siempre que se originen en dicha reforma. Estas y las anteriores que no hubieren 
quedado subsanadas se tramitarán conjuntamente una vez vencido dicho traslado. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#110
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#100
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4. Cuando como consecuencia de prosperar una excepción sea devuelta la demanda inicial 
o la de reconvención, el proceso continuará respecto de la otra.” 

 
Con lo expuesto, observa el Despacho que en caso bajo estudio es evidente la garantía procesal, 
pues se dio traslado de las excepciones a las partes. Por tanto, se procede a resolver la 
excepción previa en esta oportunidad de conformidad con la norma anteriormente citada. 
 
Respecto a la naturaleza y alcance del pacto arbitral se ha pronunciado el Consejo de estado 

así1: 

“La cláusula compromisoria tiene su fuente jurídica en un contrato o en un documento 

anexo a él, el cual, como es lógico, debe haberse celebrado o suscrito previamente a 

cualquier conflicto que surja entre las partes, quienes deben haber manifestado 

expresamente su voluntad de someter sus diferencias a la decisión de árbitros; en cambio, 

el compromiso arbitral no forma parte del contrato inicialmente pactado entre las partes, 

sino que obedece a un acto jurídico posterior al surgimiento de la controversia. 

(…) 

2.3 Naturaleza y alcance del pacto arbitral 

El Consejo de Estado se ha pronunciado en varias oportunidades acerca de la naturaleza 

del pacto arbitral, para concluir que éste debe ser expreso, toda vez que no se presume 

y que su finalidad, de trascendental importancia, es habilitar la competencia de los 

árbitros; así, por ejemplo, mediante providencia del 24 de junio de 1996, la Sala de 

Consulta y Servicio Civil manifestó2:  

“1.2 De conformidad con el artículo 3º del Decreto 2279 de 1989, el pacto arbitral no 

se presume; las partes deben manifestar expresamente su propósito de someterse a la 

decisión arbitral (...)”.  

Por su parte, la Sección Tercera de esta Corporación, mediante providencia del 8 de junio 

de 20063, aseguró que en el pacto arbitral, que comprende la cláusula compromisoria y 

el compromiso:  

“(…) las partes se obligan a someter sus diferencias a la decisión de un Tribunal de 

Arbitramento, renunciando a hacer valer sus pretensiones ante los jueces permanentes 

(…)”.  

Posteriormente, mediante providencia del 20 de febrero de 20084, la Sección Tercera 

puntualizó:  

“(…) el ejercicio de la función jurisdiccional por parte de los particulares es restringido 

y de carácter voluntario, lo que fuerza concluir que sin que medie cláusula 

compromisoria, pacto o compromiso, según el caso, no es posible que aquellos ejerzan 

jurisdicción (…); de allí que el traslado de jurisdicción y ejercicio de competencia 

requiere una “[…] estricta sujeción a los linderos que clara y expresamente señalan la 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Auto del 18 de abril de 
2013, PROVIDENCIA DE UNIFICACION JURISPRUDENCIAL, radicado 85001-23-31-000-1998-00135-01(17859) 
2 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto 838 del 24 de junio de 1995. 
3 Expediente 32.398. 
4 Expediente 33.670. 
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Constitución y la ley […]” al punto que el juez excepcional debe poseer competencias 

explícitas, que en ningún caso pueden ser sobreentendidas o implícitas5. 

“(…) Pues bien, el artículo 117 del Decreto 1818 de 1998 define como pacto arbitral el 

acuerdo por cuya virtud las partes se obligan a someter sus diferencias a la decisión 

de un Tribunal Arbitral, renunciando a hacer sus pretensiones ante los jueces, pacto 

que en tanto género puede materializarse a través de una cláusula compromisoria o 

un compromiso (…). 

“Se tiene entonces que mediante la estipulación de una cláusula compromisoria6 las 

partes acuerdan someter ‘eventuales diferencias’ que puedan surgir con ocasión de la 

suscripción de un contrato, de donde resulta evidente que: i). La cláusula 

compromisoria contiene una renuncia anticipada, ex ante, que las partes convienen 

respecto de la jurisdicción permanente ante la eventualidad de un futuro conflicto 

entre ellas, por tanto, está llamada a aplicarse en relación con diferencias surgidas a 

partir de su celebración, aspecto que se denominará requisito temporal ii). Esta 

cláusula está concebida desde el momento de su celebración, por tanto, para operar 

en caso de ‘eventuales diferencias’, sin que de manera concreta pueda anticiparse la 

existencia cierta de las mismas, es decir, no se fijan extremos de la controversia pues 

los conflictos son futuros e inciertos, aunque necesariamente deben estar 

directamente vinculados con el objeto del contrato que las origina, en estricto sentido 

material, de lo cual se colige que en ningún caso la cláusula compromisoria podría 

tener efectos en relación con materias no previstas o ajenas por completo a la relación 

jurídica de origen, como tampoco está llamada a generar, en principio, efectos 

retroactivos (…)” (subrayas en el texto original). 

Conforme a las normas atrás señaladas y a la jurisprudencia de esta Corporación, es claro 
que el pacto arbitral no se presume, al punto que se requiere que las partes hayan 
expresado, libre y voluntariamente, el propósito de someter sus diferencias al 
conocimiento de la justicia arbitral, sustrayéndose de esta manera, con autorización de 
la Constitución y de la ley, de la competencia y jurisdicción que le corresponde al juez 
institucional del Estado. 

Como puede verse, son varios los efectos jurídicos que se desprenden de la celebración 
de un pacto arbitral; así, por ejemplo, son las partes las que, como fruto de su autonomía 
privada, habilitan y dotan de jurisdicción y de competencia a uno o varios árbitros para 
dirimir las controversias suscitadas y, de este modo, son ellas las que deciden declinar la 
jurisdicción propia de las controversias contractuales estatales, para radicarla en la 
jurisdicción arbitral. 

Puede concluirse, igualmente, que el único requisito de forma previsto en la ley respecto 
del pacto arbitral y específicamente de la cláusula compromisoria es que conste en un 
documento. Al respecto, la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado, de 
conformidad con la normatividad vigente (artículos 118 y 119 del Decreto 118 de 1998), 
que “la solemnidad del pacto arbitral –tanto en la modalidad de cláusula compromisoria, 
como en la de compromiso- consiste en que las partes hagan constar de manera 
documental el correspondiente acuerdo de voluntades mediante el cual se definan los 
términos básicos o mínimos de dicho pacto”7. 

                                                           
5 Corte Constitucional, sentencia C-294 de 1995; M.P. Jorge Arango Mejía. 
6 Artículo 118 del Decreto 1818 de 1998. 
7 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de diciembre de 2006, expediente 32.871. 
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Así las cosas, tal solemnidad cumple no solo una función probatoria sino, más aún, una 
función constitutiva, esto es, de perfeccionamiento o surgimiento del pacto arbitral a la 
vida jurídica. 

Por consiguiente y dado que las normas que exigen solemnidades constitutivas son de 
orden público y, por lo mismo, inderogables e inmodificables por el querer de sus 
destinatarios, quienes pretendan convenir en la celebración de un pacto arbitral87 tienen 
el deber de acatar la exigencia legal del documento, a fin de perfeccionar su existencia. 

De esta forma, un pacto arbitral se reputará legalmente perfecto y tendrá la virtualidad 
de habilitar a uno o varios árbitros, para definir con autoridad de cosa juzgada una 
disputa específica, cuando: i) las partes expresen su intención de acudir al arbitraje para 
solucionar una determinada controversia y ii) dicho acuerdo esté plasmado en un 
documento. 

Adicionalmente, es indispensable recordar que, según el artículo 39 (primer inciso) de la 
Ley 80 de 1993, “Los contratos que celebren las entidades estatales constarán por 
escrito”, y que, conforme al artículo 41 ibídem (primer inciso), “Los contratos del Estado 
se perfeccionan cuando se logra acuerdo sobre el objeto y éste se eleve a escrito”, de 
donde resulta obvio que el pacto arbitral (cláusula compromisoria o compromiso) se 
solemniza y nace a la vida jurídica cuando conste por escrito, formalidad ésta que impide, 
como es lógico, que las partes puedan válidamente modificarlo o dejarlo sin efecto de 
manera tácita, so pena de contrariar el ordenamiento jurídico. 

Por su parte, el Artículo 3 de la Ley 1563 de 2012 indicó: 

ARTÍCULO 3o. PACTO ARBITRAL. El pacto arbitral es un negocio jurídico por virtud del 
cual las partes someten o se obligan a someter a arbitraje controversias que hayan surgido 
o puedan surgir entre ellas. 
 
El pacto arbitral implica la renuncia de las partes a hacer valer sus pretensiones ante los 
jueces.  
 
El pacto arbitral puede consistir en un compromiso o en una cláusula compromisoria. 
 
En el pacto arbitral las partes indicarán la naturaleza del laudo. Si nada se estipula al 
respecto, este se proferirá en derecho. 
 
PARÁGRAFO. Si en el término de traslado de la demanda, o de su contestación, o de las 
excepciones previas, una parte invoca la existencia de pacto arbitral y la otra no la niega 
expresamente, ante los jueces o el tribunal de arbitraje, se entiende válidamente 
probada la existencia de pacto arbitral. 

 

De lo anteriormente trascrito se concluye que el pacto arbitral es un negocio jurídico, por el 

cual las partes se obligan a someter a arbitraje las controversias que hayan surgido o puedan 

surgir entre ellas.  

Por otro lado, el llamamiento en garantía conforme el Artículo 225 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, “Quien afirme tener derecho legal o 

contractual de exigir a un tercero la reparación integral del perjuicio que llegare a sufrir, o el 

reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá 

pedir la citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación.” 

                                                           
8 En cuanto a la naturaleza jurídica de esta figura, ver numeral 2.2 de esta providencia. 
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Así las cosas, en el presente asunto, no se está resolviendo una controversia surgida del contrato 
suscrito entre la sociedad AGREGADOS Y PROYECTOS MINEROS DE ANTIOQUIA S.A. EN 
LIQUIDACIÓN y los llamados en garantía JUAN PABLO ARANGO VEGA, JULIÁN ARANGO ORTEGA y 
SERGIO ARANGO ORTEGA, el día 23 de agosto de 2007 y, el día 30 de julio de 2008, , sino un 
conflicto existente entre la señora DIANA MABEL ZAPATA HENAO y el DEPARTAMENTO DE 
ANTIOQUIA, por lo que no se presentan los supuestos para declarar la falta de jurisdicción para 
conocer del llamamiento en garantía, el cual solo se debe decidir en caso de que la llamada en 
garantía resulte condenada en el presente asunto.  
 
En razón de lo anteriormente expuesto, el JUZGADO DIECIOCHO (18) ADMINISTRATIVO ORAL 
DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN. 
 

RESUELVE. 
 
PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción de CLAUSULA COMPROMISORIA, propuesta por 
los señores JUAN PABLO ARANGO VEGA, JULIÁN ARANGO ORTEGA y SERGIO ARANGO ORTEGA en 
la contestación del llamamiento en garantía realizado por la llamada en garantía AGREGADOS Y 
PROYECTOS MINEROS DE ANTIOQUIA S.A. EN LIQUIDACIÓN. 
 
SEGUNDO: Ejecutoriado este auto continúese con el trámite del proceso. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
 
 

ADELA YRIASNY CASAS DENLAP  
JUEZA 
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